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	Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Tratado de Libre Comercio entre Chile y Centroamérica, adoptado entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua, y el Protocolo Bilateral al Tratado de Libre Comercio entre Chile y Centroamérica, adoptado entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y Costa Rica, ambos suscritos en Ciudad de Guatemala el 18 de octubre de 1999.





I.	CONSIDERACIONES GENERALES





Al término de este siglo, las sociedades en general han tomado plena conciencia de que dependen unas de otras para lograr incrementar el nivel de desarrollo y, en consecuencia, disminuir la pobreza. Lo anterior, junto con un acelerado proceso de desarrollo tecnológico, está llevando a una globalización de las economías cada vez mayor. 


Chile enfrenta este escenario mundial en un marco de estabilidad política y con un modelo de desarrollo económico que le ha permitido crecer, en promedio, a tasas superiores al siete por ciento en la última década. Las exportaciones y las inversiones extranjeras han cumplido un rol fundamental en el desempeño de la economía.  En efecto, desde 1990 a la fecha, las exportaciones totales han crecido en aproximadamente un ocho coma veintiséis por ciento anual; hay una mayor diversidad de bienes y servicios para exportar; existe un clima adecuado para el desarrollo de la inversión productiva, con el consecuente efecto en el empleo y su estabilidad; y se ha iniciado un proceso creciente de inversiones de capitales chilenos en el exterior.


No obstante lo anterior, subsisten una serie de limitaciones al intercambio y la interrelación entre los países, las que en su mayoría, son unilateralmente impuestas por los Gobiernos y se mantienen con el fin de proteger algunos sectores en particular.


Las limitaciones mencionadas constituyen restricciones al desarrollo de países como Chile, que han optado por un modelo de economía abierta, porque implican trabas al ingreso de sus exportaciones de bienes y servicios a otros mercados e inseguridades en las reglas del juego de los mercados externos, que disminuyen la rentabilidad de exportar, prestar servicios transfronterizos o invertir en ellos.


Un ejemplo importante de lo anterior son los obstáculos impuestos al comercio de bienes a través de restricciones no arancelarias, como procedimientos aduaneros engorrosos y estándares técnicos excesivamente rigurosos, medidas sanitarias y fitosanitarias injustificadas, el uso con fines proteccionistas de medidas comerciales legítimas -como son las normas antidumping y derechos compensatorios- y, en general, todo mecanismo discrecional que tienda a entrabar la libre circulación de bienes y servicios. Este fenómeno ha afectado el desarrollo del sector exportador con mayor valor agregado en nuestro país. Asimismo, para los prestadores de servicios chilenos existen  exigencias de requisitos de nacionalidad para suministrar transfronterizamente sus servicios. En el caso de los inversionistas chilenos, éstos no cuentan con una adecuada ley de protección frente a casos de expropiación, o bien, se encuentran imposibilitados de recurrir a un tribunal internacional independiente de los gobiernos en caso de una disputa con el gobierno del país receptor de la inversión.


Con el fin de superar las anteriores limitaciones, el gobierno ha seguido una estrategia basada en la negociación bilateral de acuerdos internacionales, estableciendo un mecanismo complementario y compatible con la apertura unilateral y la liberalización a escala multilateral. Dichas negociaciones bilaterales proporcionan oportunidades comerciales que permiten a nuestro país alcanzar mayores niveles de competitividad, lo cual es fundamental para continuar avanzando en la senda del desarrollo.


Cabe destacar que estos tratados reducen la discrecionalidad en el intercambio bilateral. Para países como Chile, con clara vocación por participar de manera transparente en la economía internacional, estos acuerdos que clarifican las reglas del juego de nuestros socios comerciales, sólo representan beneficios.


El Tratado que se somete a vuestra consideración persigue crear una zona de libre comercio profunda y sólida entre Chile y Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua. Constituye, también, una importante herramienta para aumentar y reforzar normativamente la expansión del intercambio comercial, incorporando disciplinas comerciales acordes a nuestra relación comercial, y contribuye a la promoción y protección de las inversiones extranjeras y de los servicios transfronterizos, incluidos los servicios de transporte aéreo. Por otra parte, establece la obligación de adoptar medidas que prohiban prácticas monopólicas, con lo cual propicia un ambiente de sana competencia en el mercado interno, e instaura un sistema general de solución de disputas eficiente y expedito.


Los países signatarios han considerado, por una parte, la conveniencia de negociar un único tratado entre Chile y cada país de Centroamérica para efectos, entre otros, de establecer reglas de origen comunes, permitir la acumulación de controversias surgidas entre distintos países y simplificar la administración del Acuerdo y, por la otra, la necesidad de respetar las diferencias propias de cada relación bilateral.  Por ello, acordaron adoptar un tratado que establecería el marco normativo común aplicable a los seis países y, posteriormente, suscribir protocolos bilaterales complementarios que sólo se aplicarían entre Chile y el país centroamericano respectivo.


Cabe hacer presente que el Tratado no consagra obligaciones entre países centroamericanos, sino que la relación entre éstos se rige conforme lo dispuesto en los acuerdos internacionales que establecen el área de integración centroamericana. En consecuencia, este Tratado sólo establece derechos y obligaciones entre Chile y cada país centroamericano.


Atendido lo anterior y con el objeto de evitar que los efectos del Tratado queden enteramente condicionados a que haya sido ratificado por los seis países signatarios, se ha establecido un mecanismo de vigencia progresiva, según el cual este Convenio entrará en vigor gradualmente, a medida que vayan culminando las negociaciones bilaterales pendientes, debiendo los acuerdos resultantes ser sometidos a aprobación parlamentaria en cada país. Como a la fecha de suscripción del Tratado, Chile sólo había terminado de negociar con Costa Rica, se encuentran pendientes de negociación los protocolos bilaterales a suscribir con los demás países miembros de Centroamérica.


El Protocolo suscrito entre Chile y Costa Rica, que abordaremos más adelante, se refiere fundamentalmente a las concesiones arancelarias otorgadas entre ambos países, consagradas en el Anexo 3.04(2) (Programa de desgravación arancelaria). Dicho protocolo también comprende otras materias, tales como subsidios a la exportación sobre mercancías agropecuarias, reservas en materia de comercio transfronterizo de servicios y reglas de origen específicas. Si bien este último aspecto se contempla en el Tratado, el Protocolo regula el origen de las mercancías respecto de las cuales no hubo consenso entre los seis países.


II.	FUNDAMENTO.


El Tratado de Libre Comercio entre Chile y Centroamérica se enmarca en una política de internacionalización con el resto de los países del continente americano, por lo que la estrategia de negociación se diseñó teniendo en cuenta dicha proyección.


Los países de Centroamérica constituyen un interesante mercado para los bienes con alto valor agregado exportados por nuestro país y un potencial destino para nuestras inversiones y servicios transfronterizos. Centroamérica tiene una población conjunta de treinta y un millones quinientos mil habitantes, con un producto interno bruto cercano a los cincuenta y un mil doscientos millones de dólares y durante 1998, importó del mundo alrededor de dieciocho mil cien millones de dólares.


En los últimos cinco años, nuestras exportaciones a Centroamérica se han incrementado en más de un ciento veinticuatro por ciento, lo que indica la existencia de un importante mercado emergente. El intercambio comercial entre Chile y Costa Rica se ha incrementado desde catorce millones setecientos mil dólares en 1993, a veintinueve millones cuatrocientos mil dólares en 1998, mientras que el intercambio comercial entre Chile y Centroamérica en igual período, ha experimentado una variación de un ciento cincuenta y dos por ciento, aumentando de cuarenta y tres millones doscientos mil dólares a ciento ocho millones novecientos mil dólares.


Chile y Centroamérica comparten una visión común acerca del camino a seguir en materia de integración de las Américas.  Por ello, Centroamérica no solo constituye un mercado importante para la exportación de nuestros bienes y servicios, sino también constituye un socio estratégico para Chile en el proceso del Acuerdo de Libre Comercio de las Américas (ALCA).


III.	HITO REFERENCIAL.


Este Tratado, junto a los suscritos por nuestro país con Canadá y México, marca un hito por su nivel de profundidad y la amplitud de temas que abarca.  Suma nuevos compromisos que reducen importantes barreras no arancelarias, tales como normas sanitarias, fitosanitarias y técnicas, y evita otros mecanismos discrecionales. Se regula un trato no discriminatorio a la exportación de los servicios y se incorporan entre estas disciplinas, áreas como el transporte aéreo.  Por otra parte, se establece la obligación de adoptar medidas que prohiban prácticas monopólicas y se consagra un sistema de solución de disputas que asegura un adecuado cumplimiento de las obligaciones acordadas.


IV.	GRADUALIDAD.


Si bien este Tratado se basa en grandes principios de liberalización de las barreras al comercio de bienes y servicios, también reconoce la necesidad de una gradualidad importante en el proceso de apertura de ciertos sectores sensibles.  Así, entre otros, Chile mantiene las bandas de precios, se reserva el derecho de exigir la nacionalidad para ejercer la profesión de abogado en nuestro país y mantiene el cabotaje marítimo reservado a las empresas chilenas. Igualmente, aspectos estratégicos como la seguridad nacional, quedan adecuadamente resguardados.


Se debe destacar que la negociación en materia de acceso a la prestación de servicios en los diferentes sectores económicos, no significará para Chile cambio alguno respecto de su legislación actual. Se trata, entonces, de un proceso de consolidación de nuestro nivel de apertura en la mayoría de los sectores.  


V. 	EL TRATADO DE LIBRE COMERCIO ENTRE CHILE Y CENTROAMERICA.


Este instrumento internacional persigue el pleno establecimiento de una zona de libre comercio entre Chile y Centroamérica, de conformidad con las disposiciones de la Organización Mundial del Comercio (OMC). 


Además, regula la relación entre el Tratado y los derechos y obligaciones existentes derivados del Acuerdo sobre la OMC y de otros convenios internacionales de los que los países sean parte, señalando que en casos de conflicto, prevalecerán las disposiciones de este Tratado.  Con todo, existen excepciones a esta regla general, en caso de acuerdos relativos a materias ambientales y de conservación.


1.	Estructura.


El Tratado consta de veintiún capítulos, distribuidos en siete partes. Cada capítulo tiene una numeración correlativa independiente de los otros. 


Las partes del Tratado son los siguientes:


a.	El preámbulo, que contiene los propósitos que motivaron a las Partes para suscribirlo.


b.	La Primera Parte -Aspectos Generales-, comprende el Capítulo 1, que describe las Disposiciones Iniciales y el Capítulo 2, que señala las Definiciones Generales utilizadas en todo el articulado, sin perjuicio de que algunos capítulos contengan definiciones especiales.


c.	La Segunda Parte, que se refiere al Comercio de mercancías, incluye el Capítulo 3 sobre Trato Nacional y Acceso de Mercancías al Mercado; el Capítulo 4, que establece las Reglas de Origen; el Capítulo 5, relativo a Procedimientos Aduaneros; el Capítulo 6, que regula la aplicación de Medidas de Salvaguardia; y el Capítulo 7, sobre Prácticas Desleales de Comercio.


d.	La Tercera Parte, referida a los Obstáculos Técnicos al Comercio, norma las medidas sanitarias y fitosanitarias en el Capítulo 8 y las medidas de normalización, metrología y procedimientos de autorización en el Capítulo 9.


e.	La Cuarta Parte incluye el Capítulo 10, sobre Inversión; el Capítulo 11, sobre Comercio Transfronterizo de Servicios; el Capítulo 12, sobre Transporte Aéreo; el Capítulo 13, sobre Telecomunicaciones; y el Capítulo 14, sobre Entrada Temporal de Personas de Negocios.


f.	La Quinta Parte contiene el Capítulo 15, sobre Políticas de Competencia.


g.	La Sexta Parte contempla normas sobre Contratación Pública, en el Capítulo 16.


h.	La Séptima Parte, titulada Disposiciones Administrativas e Institucionales, trata de las siguientes materias: el Capítulo 17, sobre Transparencia; el Capítulo 18, sobre Administración del Tratado; el Capítulo 19, sobre Solución de Controversias; el Capítulo 20, sobre Excepciones; y el Capítulo 21, sobre Disposiciones Finales.


i.	Anexos.


El Convenio contiene tres anexos generales que se aplican al Capítulo 11 (Comercio Transfronterizo de Servicios) y, además, cuando ha sido necesario detallar alguna obligación o derecho específico de una o más Partes, se ha recurrido a la redacción de anexos particulares para determinados artículos o párrafos de los mismos, los que forman parte integrante del Tratado. 


2.	Objetivos.


Tal como se recogen en el artículo 1.02 del Convenio, sus objetivos son los siguientes: perfeccionar la zona de libre comercio; estimular la expansión y diversificación del comercio de mercancías y servicios entre las Partes; promover condiciones de competencia leal dentro de la zona de libre comercio; eliminar las barreras al comercio y facilitar la circulación de mercancías y servicios en la zona de libre comercio; promover, proteger y aumentar sustancialmente las inversiones en cada Parte; y crear procedimientos eficaces para la aplicación y cumplimiento de este Tratado, para su administración conjunta y para la solución de controversias.


3.	Ámbito de aplicación.


El párrafo segundo del artículo 1.01 establece expresamente que, salvo disposición en contrario, el Tratado se aplicará sólo entre Chile y cada país de Centroamérica, individualmente considerados.  Esta disposición persigue aclarar que los derechos y obligaciones consagrados en el Convenio tienen aplicación bilateral y no multilateral, y que éste no es, en ningún caso, el instrumento que regirá la relación intracentroamericana.  


Constituyen una excepción a esta regla general, las disposiciones relativas a la administración del Tratado, donde se establece que las entidades encargadas de vigilar su implementación y desarrollo ulterior están compuestas por representantes de los seis países, sin perjuicio de que puedan sesionar y adoptar decisiones con quórum menor, siempre que las materias abordadas sean de interés estrictamente bilateral. Asimismo, otras excepciones a esta regla están consagradas en las disposiciones sobre cumplimiento de origen, ya que cuando existe una regla común se permite acumular el origen de bienes de distintos países, y en las normas sobre solución de controversias, donde está regulada la posibilidad de que exista pluralidad de partes demandadas o partes reclamantes.


VI.	CONTENIDO DEL TRATADO DE LIBRE COMERCIO.


1.	Trato nacional y acceso de bienes al mercado.


En esta materia, el Tratado establece una normativa común para los seis países, pero tratándose de las concesiones arancelarias se debe negociar un programa de desgravación bilateral entre Chile y cada país centroamericano. No obstante haberse avanzado en la negociación con cada país, al momento de suscribir este Tratado, Chile sólo había alcanzado pleno acuerdo en el programa de desgravación con Costa Rica.  En consecuencia, el resultado de esta negociación quedó reflejada en el Protocolo suscrito por ambos países y que se menciona más adelante. 


La regla general es el principio de trato nacional, en virtud del cual los bienes de una Parte, una vez ingresados al territorio de la otra Parte, no pueden ser objeto de discriminación y tienen el mismo tratamiento que los bienes de la Parte importadora. Además, se establecen disposiciones que regulan la aplicación de medidas arancelarias y no arancelarias que afecten el acceso de los bienes a territorio de la otra Parte, dejando Chile como reserva, la aplicación de medidas a la importación de vehículos usados y los países centroamericanos, la aplicación de tales medidas respecto de algunos bienes usados. Existe, también, un compromiso de transparencia de la legislación vigente de cada una de las Partes, y se mantienen algunas disposiciones que se eliminarán conforme al calendario establecido por la OMC.


Respecto de los derechos de trámite aduanero, las Partes acordaron cesar la aplicación de los cargos vigentes sobre bienes originarios y no aplicar nuevos cargos, sin perjuicio de conceder un periodo de gracia a aquéllos que actualmente son aplicados por Nicaragua y Honduras. 


En relación con los impuestos a la exportación, ninguna de las Partes puede imponer impuestos, gravámenes o cargos sobre bienes destinados a la exportación a territorio de la otra Parte, a menos que se apliquen los mismos cuando los bienes están destinados al consumo interno.  Se excepcionan los impuestos a la exportación de banano, café y carne, establecidos en el Anexo 3.14, reservados por Costa Rica y Honduras.


El Tratado permite la admisión temporal, sin pago de arancel, para el equipo profesional e instrumentos de trabajo de las personas de negocios que ingresan bajo el régimen de entrada temporal que el mismo establece, así como para equipos de prensa, muestras comerciales y publicitarias y mercancías destinadas a exhibición o demostración. Además, admite la importación libre de derechos aduaneros, para muestras comerciales de valor insignificante o sin valor comercial y materiales de publicidad impresos. También está exenta del pago de derechos aduaneros, la reimportación de bienes que han salido temporalmente para efectos de ser reparados o modificados en el territorio de la otra Parte.


En el Acuerdo se establece la eliminación, al primero de enero del año 2003, de todos los subsidios a la exportación para bienes agropecuarios. Hasta esa fecha, si una de las Partes incrementa, introduce o reintroduce subsidios a la exportación, la otra Parte podrá incrementar el arancel de nación más favorecida para ese producto. Esta disposición representa un logro para Chile, por cuanto nuestro país ya ha comprometido frente a la OMC el no tener ningún tipo de subsidio a la exportación, para el año 2003. Por otro lado, las Partes ya han comprometido ante la OMC, la eliminación total de los subsidios a la exportación en los sectores no agrícolas. Este Tratado no acelera los plazos allí comprometidos, lo que favorece a Chile, pues permite mantener el reintegro simplificado hasta el año 2003.


Se establece un Comité de Comercio de Mercancías, compuesto por miembros de los seis países, al que corresponde conocer de los asuntos relativos al Capítulo 3 (Trato Nacional y Acceso de Mercancías al Mercado), al Capítulo 4 (Reglas de Origen), al Capítulo 5 (Procedimientos Aduaneros) y a las Reglamentaciones Uniformes. 


2.	Reglas de origen.


Las reglas de origen tienen por objeto asegurar que los beneficios del Tratado sean concedidos a bienes producidos en Chile y Centroamérica y no a bienes que se elaboren total o mayoritariamente en otros países. Esto se logra mediante el establecimiento de reglas claras y precisas. De esta manera, se reducen obstáculos administrativos para los exportadores, importadores y productores que realicen actividades comerciales en el marco del Acuerdo.


El Capítulo 4 establece las reglas de aplicación general. Las reglas específicas de origen están descritas en el Anexo 4.03, por código de clasificación arancelaria y para todo el Sistema  Armonizado, lo que permite conocer la regla aplicable a cada bien dando transparencia a la aplicación e interpretación de las reglas. Sin embargo, no todas las reglas específicas fueron consensuadas entre los seis países, sino que un treinta por ciento de las mercancías tienen reglas especiales, las que son materia de los protocolos bilaterales ya señalados. 


Conforme a lo dispuesto en el Acuerdo, un bien será considerado originario de la zona de libre comercio cuando sea totalmente obtenido o producido en territorio de las Partes, o sea fabricado con materiales no originarios pero que cumplen con las reglas del Anexo 4.03, ya sea porque cumple el salto arancelario correspondiente o el valor de contenido regional exigido, según el caso.


El método de cálculo del contenido regional a utilizar es el de valor de transacción. La fórmula para el cálculo del contenido regional consiste en sustraer del valor de transacción el valor de los materiales no originarios y dividirlo por el valor de transacción, todo esto multiplicado por cien para obtener el porcentaje de contenido regional del producto. 


Asimismo, existen en el Tratado disposiciones generales que otorgan cierta flexibilidad en el cumplimiento de las reglas de origen. Tal es el caso de las normas sobre acumulación y de minimis. 


La posibilidad de acumulación facilita el cumplimiento de los requisitos de origen, pues permite que el productor de un bien acumule su producción con la de uno o más productores de materiales que estén incorporados en el bien, en el territorio de una o más Partes, de manera que la producción de los materiales sea considerada como realizada por ese productor. Cabe hacer presente que el Tratado permite acumular origen con los bienes de otro país centroamericano distinto de aquél que importa o exporta, siempre y cuando exista la misma regla de origen en los correspondientes países. Además, será necesario que el Tratado esté vigente para dichos países, es decir, un productor de Costa Rica no podría acumular origen con bienes de productores de otro país centroamericano aunque sea aplicable una regla de origen común, mientras no haya entrado en vigor el Convenio respecto de ese otro país.


La disposición de mininis contemplada en el Tratado permite considerar como originarios los productos elaborados con materiales no originarios, cuando estos últimos no logran el salto arancelario aplicable y su valor es menor o igual al ocho por ciento del valor total del bien, o su costo es menor o igual al ocho por ciento del costo total del bien. 


En caso que un bien cumpla con las reglas de origen específicas establecidas en el Anexo 4.03 deberá ser considerado originario y accederá a las preferencias del Acuerdo. Según dispone el  artículo 5.12, se  establecerá  una reglamentación anexa -Reglamentaciones Uniformes-, que determinará en detalle los procedimientos a seguir para realizar los cálculos, cuando estos sean necesarios. Lo anterior implica que las normas establecidas en este Tratado no dejan espacio a una doble interpretación, evitándose así futuras diferencias.


3.	Procedimientos aduaneros.


El capítulo 5 establece reglas respecto de los procedimientos aduaneros, con el objeto, por una parte, de impedir que éstos se utilicen como barreras no arancelarias al comercio y, por la otra, de reglamentar la aplicación y fiscalización del cumplimiento de las normas de origen. 


Estos procedimientos representan para Chile la introducción de nuevas formas de proceder: la certificación del origen; la determinación de las obligaciones del importador y del exportador; el establecimiento de procedimientos de verificación y control del origen; la factibilidad de que el sector privado requiera pronunciamientos respecto al cumplimiento de origen en forma previa al despacho de las mercancías; mecanismos de revisión e impugnación de las actuaciones de la administración; y un adecuado y efectivo sistema de sanciones.


La certificación de origen corresponde a los principales responsables de la observancia de las reglas de origen: los exportadores y productores.  No existen, por lo tanto, entidades certificadoras como ocurre con la aplicación de otros acuerdos comerciales firmados por nuestro país, sino que se establece un nexo directo entre quién certifica -que a la vez es beneficiario- y los entes controladores, evitándose que las responsabilidades se diluyan, fijándose sanciones para el caso de transgresiones en la certificación, incluso para los exportadores que certifican falsamente el origen. 


Al igual que en el caso de las Reglas de Origen, para las regulaciones contenidas en este capítulo se deberán establecer Reglamentaciones Uniformes que normarán las disposiciones contenidas en el mismo.


4.	Salvaguardias.


El Tratado contempla dos mecanismos de salvaguardias. En primer lugar, se establecen reglas y procedimientos que permiten a las Partes adoptar medidas de salvaguardia bilateral, cuyo objeto es evitar que pueda ocasionarse un daño grave a la producción nacional como consecuencia de un aumento excesivo e imprevisto en la importación de un producto originario de la otra Parte, siempre que dicho aumento de importaciones sea resultado de las reducciones arancelarias acordadas en el Tratado. Tales medidas sólo pueden ser adoptadas por un plazo limitado, exigiéndose a la Parte que la establece el otorgamiento de una compensación a la Parte a quien se impone.  Si las Partes no logran acordar el monto de la compensación, el país exportador podrá adoptar una medida con efectos equivalentes para compensar el efecto comercial de la salvaguardia. 


Dichas medidas bilaterales solo pueden ser adoptadas durante el período de transición. No obstante, después de este período, las salvaguardas bilaterales podrán adoptarse siempre que exista consentimiento del país a cuyos bienes afectaría la medida.


En segundo lugar y conforme al Tratado, cada Parte conserva la posibilidad de imponer salvaguardias globales no discriminatorias, bajo el amparo del Artículo XIX del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994, más allá del período de transición antes mencionado, siempre que las exportaciones de la otra Parte representen una participación sustancial en las importaciones totales del bien en cuestión y contribuyan de manera importante al daño grave o a la amenaza del mismo. 


5.	Prácticas desleales de comercio.


En el Capítulo 7, las Partes confirman sus derechos y obligaciones conforme lo dispuesto en el Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias y en el Acuerdo Relativo a la Aplicación del Artículo VI del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994, que forman parte del Acuerdo sobre la OMC, estableciéndose el compromiso de fijar un programa de trabajo para analizar la posibilidad de promover reformas destinadas a evitar que este tipo de medidas se conviertan en barreras encubiertas al comercio. En tal sentido, las Partes se obligan a cooperar en el esfuerzo para lograr estas reformas en el marco de la Organización Mundial del Comercio y del Área de Libre Comercio de las Américas. 


6.	Medidas sanitarias y fitosanitarias.


El Capítulo 8 establece preceptos para el desarrollo, adopción y ejecución de medidas sanitarias y fitosanitarias, con el fin de impedir el uso de ellas como restricciones encubiertas al comercio, salvaguardando el derecho de cada Parte para adoptar las medidas necesarias para la protección de la vida o la salud humana, animal o vegetal. 


Cada Parte conserva la facultad para determinar el nivel de protección sanitaria o fitosanitaria que considere adecuado, pudiendo alcanzar tal nivel de protección mediante la aplicación de medidas sanitarias y fitosanitarias, fundamentadas en principios científicos y en una evaluación de riesgos. Dichas medidas se deberán aplicar sólo en el grado necesario para alcanzar el nivel de protección, tomando en cuenta la factibilidad técnica y económica y no constituirán una discriminación injustificada o una restricción encubierta al comercio.


De conformidad con este Capítulo, en la medida de lo posible, las partes deben aceptar las medidas sanitarias y fitosanitarias de la otra Parte como equivalentes a sus propias medidas, a condición de que el país exportador demuestre que sus medidas cumplen con el nivel adecuado de protección.


Las Partes se comprometen a utilizar las normas, directrices o recomendaciones de las organizaciones internacionales competentes (Convención Internacional de Protección Fitosanitaria, Oficina Internacional de Epizootias y Comisión del Codex Alimentarius), como base para sus medidas sanitarias y fitosanitarias. No obstante, cada país signatario podrá adoptar medidas más estrictas que las internacionales cuando sea necesario para alcanzar los niveles de protección que considere apropiados, siempre que tengan fundamento  científico.


Las Partes acuerdan aplicar las disposiciones contenidas en el anexo C del Acuerdo sobre la Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias de la OMC, con inclusión de los sistemas de aprobación del uso de aditivos o de establecimiento de tolerancia de contaminantes en los productos alimenticios, en las bebidas o en los forrajes.


Se establece una obligación de notificación previa a la adopción o modificación de cualquier medida sanitaria o fitosanitaria que pueda afectar el comercio entre las partes, de conformidad con las disposiciones del anexo B del acuerdo de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias de la OMC. Adicionalmente, las partes se comprometen a notificar, dentro de los plazos establecidos en este Capítulo, los cambios que ocurran en el campo de la salud animal y vegetal.


El artículo 8.11 establece el Comité de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias, al que corresponde coordinar y aplicar las disposiciones del Capítulo 8; vigilar la consecución de sus objetivos; facilitar la celebración de consultas o negociaciones sobre problemas sanitarios y fitosanitarios específicos; y emitir las recomendaciones pertinentes.


Finalmente, cabe destacar que este Capítulo constituye un impulso al comercio de bienes agrícolas, forestales y pesqueros, otorgando mayor certeza respecto de los principios y procedimientos para la adopción y administración de este tipo de medidas, relativas a los aspectos sanitarios y fitosanitarios del comercio de esos bienes.


7.	Medidas relativas a la normalización.


El Capítulo 9 se refiere a las medidas relativas a la normalización, es decir, a las normas oficiales, a las reglamentaciones técnicas del Gobierno y a los procesos utilizados para determinar si éstas se cumplen, estableciéndose el compromiso de las Partes de no utilizarlas como obstáculos innecesarios al comercio.


El Tratado constituye un avance respecto del Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio de la OMC, ya que incorpora a los servicios transfronterizos en su ámbito de aplicación, en concordancia con los nuevos planteamientos de los foros internacionales. Se profundizan sus diversos compromisos y, en algunos casos, se hacen más operativos (al fijarlos como tareas del Comité). Se mejora en transparencia, al establecerse una notificación bilateral de todas las medidas relativas a la normalización, previa a su publicación.


Se reconoce el derecho de las Partes a establecer, aplicar y hacer cumplir las medidas que considere necesarias, presumiéndose que dichas medidas no crean obstáculos en el caso de perseguir un objetivo legítimo, estar conformes a una norma internacional y no excluir bienes de la otra Parte.


Este Capítulo promueve la compatibilidad de las medidas de normalización de cada Parte, aun cuando éstas no sean idénticas, siempre que una de ellas sea suficiente para cumplir con los objetivos de la otra Parte; también promueve la equivalencia de los reglamentos técnicos y la negociación de acuerdos de reconocimiento mutuo (sectoriales). Asimismo, impone a las Partes la obligación de considerar, al momento de elaborar un reglamento, una evaluación de riesgo que permita validar ese reglamento.  


El Acuerdo establece el compromiso recíproco de las Partes de notificar anticipadamente cualquier modificación o adopción de reglamentos técnicos, procedimientos de evaluación de la conformidad y normas, con el objeto de permitir a las personas interesadas familiarizarse con ellos. 


Se establece un Comité de Normalización, Metrología y Procedimientos de Autorización, que está encargado, fundamentalmente, de velar por la aplicación, cumplimiento y administración de este Capítulo y de impulsar la compatibilidad y la cooperación para el desarrollo, aplicación y cumplimiento de los sistemas de normalización. 


8.	Inversiones.


En materia de Inversiones, las Partes incorporaron a este Tratado los Acuerdos para la Promoción y Protección Recíproca de las Inversiones suscritos por Chile con cada uno de los países de Centroamérica. Lo anterior significa que, en caso de suscitarse una controversia entre Estados, se aplicará el mecanismo previsto en el Tratado, mientras que si la controversia la somete un inversionista contra el Estado receptor de dicha inversión, se aplicará el sistema de solución de controversias del respectivo Acuerdo de inversión. Asimismo, dicha incorporación tiene como efecto que las normas relativas a administración, vigencia, enmienda y denuncia del Tratado, se aplican de modo preferente a aquéllas que contengan los aludidos Acuerdos de inversión. 


Además, se acordó que dentro del plazo de dos años a partir de la entrada en vigor del Tratado, las Partes analizarían la posibilidad de desarrollar y ampliar la cobertura de las normas y disciplinas establecidas en los citados acuerdos. La aprobación de éstos debe hacerse, en consecuencia, conjuntamente con este Tratado. 


9.	Servicios transfronterizos.


El Tratado abarca el comercio transfronterizo de servicios, incluyendo medidas respecto de la producción, distribución, comercialización, venta y prestación de servicios; la compra, uso o pago de los mismos; el acceso y uso de sistemas de distribución y transporte relacionados con la prestación de servicios; la presencia de un proveedor de servicios de la otra parte; y el otorgamiento de una garantía financiera como condición para la prestación de un servicio. Se excluyen los servicios o funciones gubernamentales; los subsidios o donaciones otorgados por una Parte o una empresa del Estado, incluidos los préstamos, garantías y seguros apoyados por una Parte; el comercio transfronterizo de servicios financieros; los servicios de transporte aéreo; y las compras gubernamentales. La exclusión de estas dos últimas materias se debe a que son reguladas de manera específica en el Tratado, en los Capítulos 12 y 16, respectivamente.  


El Capítulo 11 consagra una liberalización en el campo de los servicios transfronterizos, ampliando lo establecido en las negociaciones multilaterales de la Ronda Uruguay, ya que abarca la casi totalidad de los sectores de servicios y comprende más aspectos de cada sector.


Este Capítulo se rige por los principios de trato nacional, nación más favorecida y no exigencia de presencia local a los proveedores de la otra Parte para prestar un servicio. Asimismo, se consagra el compromiso de suministro de información respecto de restricciones cuantitativas no discriminatorias, así como criterios objetivos y de transparencia de información para la obtención de licencias y certificados. 


El Tratado reconoce la existencia de ciertas restricciones en el comercio transfronterizo de servicios que impiden cumplir con los principios generales establecidos en el articulado, permitiendo a las Partes mantener ciertas medidas existentes disconformes y adoptar en el futuro medidas discriminatorias en algunos sectores, las cuales se deben especificar en los Anexos I y II, respectivamente. Además, existe un Anexo III en que cada Parte debe indicar sus restricciones cuantitativas, señalando las disposiciones vigentes no discriminatorias que limitan el número de prestadores de servicios o las operaciones de los prestadores de servicios en algún sector en particular.


El contenido de estos tres Anexos, que se debe negociar bilateralmente con cada país, hasta la fecha sólo ha sido acordado entre Chile y Costa Rica, en el Protocolo al cual se hará referencia más adelante.


Los servicios profesionales son una de las principales actividades de servicio.  Por ello, este Capítulo contempla disciplinas orientadas a facilitar y promover la prestación de este tipo de servicios. A objeto de evitar barreras innecesarias al comercio, se establecen procedimientos para la expedición de licencias y certificación de profesionales. Estos se llevarán a cabo con criterios de objetividad y transparencia, tales como la capacidad profesional.  No deben ser más gravosos que lo necesario para garantizar la calidad de los servicios y no deben constituir una restricción para la prestación de un servicio. 


Adicionalmente, se establecen mecanismos para el reconocimiento mutuo de licencias y certificados, no existiendo sobre el particular, obligación de reconocer automáticamente los estudios o experiencia de un prestador de servicios proveniente de la otra Parte. 


Cabe hacer presente que las disposiciones sobre la materia deben sujetarse a los derechos y obligaciones consagrados en la Convención de México sobre Ejercicio de Profesiones Liberales, suscrita en Ciudad de México, el veintiocho de enero de 1902, por todos los países signatarios de este Tratado, entre otros.


10.	Servicios de transporte aéreo.


En el Capítulo 12, las Partes se remiten a lo dispuesto en los convenios sobre transporte aéreo suscritos o que se suscriban en el futuro entre Chile y cada país centroamericano, estableciendo expresamente que cualquier modificación que sufran dichos convenios, no puede anular o menoscabar los derechos vigentes antes de realizada esa modificación. No obstante, las disposiciones del Tratado prevalecen sobre aquellas previstas en los convenios aludidos. Así, por ejemplo, en caso de controversias, las Partes se someterán al mecanismo contemplado en el Acuerdo, con las adaptaciones específicas que se contemplan en este Capítulo. 


En virtud de lo expuesto en el párrafo precedente, se incorpora a este Tratado el Convenio de Transporte Aéreo entre la República de Chile y la República de Costa Rica, suscrito en San José el 6 de abril de 1999, cuya aprobación deberá hacerse conjuntamente con este Tratado.


En dicho Acuerdo se crea un Comité de Transporte Aéreo, integrado por las autoridades aeronáuticas de cada uno de los países, que tiene como principal función asegurar la aplicación del Capítulo 12.





11.	Telecomunicaciones.


En materia de servicios de telecomunicaciones, el Capítulo 13 regula las medidas que las Partes adopten o mantengan, respecto al acceso y uso de redes o servicios públicos de telecomunicaciones, incluido el acceso y uso de redes privadas para las comunicaciones internas de las empresas; la prestación de servicios mejorados o de valor agregado; y la normalización de la conexión de equipo terminal y otro equipo, a las redes públicas de telecomunicaciones.


Este Capítulo no se aplica a la operación y establecimiento de las redes y servicios públicos de telecomunicaciones, como tampoco a la radiodifusión o distribución por cable de programación de radio o televisión, las cuales tendrán acceso y uso permanentes de las redes y servicios públicos.


El Tratado garantiza el acceso y posibilidades de uso, en términos no discriminatorios y en condiciones razonables, a cualquier red o servicio público de telecomunicaciones ofrecidos en su territorio o de manera transfronteriza, para la conducción de negocios. 


En materia de servicios de telecomunicaciones de valor agregado, los procedimientos de cada Parte para otorgar licencias, permisos, concesiones u otras autorizaciones para la prestación de estos servicios, deberán ser transparentes, no discriminatorios y expeditos. 


También se establecen las medidas que se pueden imponer a la conexión del equipo de telecomunicaciones a las redes públicas. Estas deben limitarse a los casos necesarios para impedir daños técnicos o interferencia con las redes y servicios públicos, interferencia electromagnética, mal funcionamiento de los equipos de tasación, cobro y facturación, seguridad del usuario y su acceso a las redes. Se podrán fijar los requisitos de aprobación para la conexión a la red pública de telecomunicaciones de los equipos, caso en que las bases deberán ser  justas y razonables. En cuanto a los procedimientos de evaluación de la conformidad, estos deberán ser transparentes, no discriminatorios y expeditos, permitiéndose a cualquier entidad técnicamente calificada, probar el equipo que será conectado a las redes públicas. 


Cabe hacer presente que este Capítulo sólo es aplicable entre Chile y El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua, y no se aplica entre Chile y Costa Rica. Ello responde al régimen regulatorio de las telecomunicaciones en este último país, en que el Instituto Costarricense de Electricidad (ICE), de propiedad estatal, mantiene un monopolio sobre la prestación de todos los servicios básicos de telecomunicación. No se prevé que en el futuro cercano se permita la competencia en estos servicios, ni tampoco la entrada de capitales extranjeros al sector. En consecuencia, en virtud de la abierta asimetría en esta materia entre Chile y Costa Rica, las Partes acordaron sustraer la aplicación de este Capítulo de su relación bilateral.


12.	Entrada temporal de personas de negocios.


El Convenio contempla un capítulo sobre entrada temporal de personas de negocios, estableciendo tres categorías: comerciantes e inversionistas, visitantes de negocios y personal transferido dentro de una empresa, y regulando los requisitos y condiciones que facilitan la obtención de residencia temporal en cada país.


Sus disposiciones procuran facilitar el movimiento de estas categorías de personas de negocios, que participan en el comercio de bienes o prestación de servicios, o en actividades de inversión, complementando de esta manera las respectivas disposiciones del Tratado. Asimismo, se consagra el derecho de los países de velar por la protección de su mercado laboral y la soberanía de determinar las políticas migratorias que estimen convenientes. Los compromisos adquiridos en esta materia no alteran los requisitos generales de inmigración relativos al orden público, seguridad nacional, requisitos sanitarios y de pasaporte.


13.	Política de competencia.


El Capítulo sobre Política de competencia no impide que un Estado pueda establecer o mantener monopolios y empresas del Estado, pero sí impone la obligación de adoptar o mantener medidas que prohiban prácticas contrarias a la libre competencia, cuando se establezcan o mantengan tales monopolios o empresas del Estado.


14.	Contratación pública.


El Capítulo 16 establece un marco de normas y disciplinas generales, que garantizan el acceso de los bienes y servicios de un país en el mercado público de otro, en condiciones no discriminatorias, de transparencia e igualdad de oportunidades. Se excluyen de la aplicación del Tratado las Entidades y Actividades señaladas, respectivamente, en los Anexos 16.01 y 16.02 del mismo. 


Este Capítulo no impide a las Partes efectuar privatizaciones de las entidades cubiertas, las que en tal caso, quedan fuera de la aplicación de estas normas. 


El Acuerdo establece el compromiso recíproco de las Partes de suministrar información respecto de sus procedimientos de contratación, las oportunidades comerciales que se generen con éstos y los resultados de los procesos de contratación pública. 


Se establece un Comité de Contratación Pública, encargado de velar por la aplicación y administración de este Capítulo y de promover la incorporación de las entidades excluidas conforme al Anexo 16.01, a su ámbito de aplicación. 


15.	Transparencia.


Conforme al Capítulo 17, las Partes se obligan a publicar las normas legales y las resoluciones administrativas de aplicación general. En lo posible, la publicación debe hacerse por adelantado, dando la oportunidad a los interesados de formular observaciones.


Este Capítulo establece, también, que cada Parte debe notificar cualquier medida que pueda afectar sustancialmente el funcionamiento del Acuerdo o los intereses de la otra Parte.


En cuanto a procedimientos administrativos, se señala que cada parte debe asegurar que las personas afectadas reciban aviso del inicio del procedimiento y, cuando sea factible, puedan presentar argumentaciones a sus pretensiones.  Asimismo, se dispone que deben establecerse tribunales imparciales para la corrección de acciones administrativas relacionadas con el Tratado, dando oportunidad a que las Partes puedan defender su posición y se dicten resoluciones fundadas en las pruebas rendidas.


16.	Administración del Tratado.


El Capítulo 18 establece las instituciones de administración del Acuerdo. 


En primer lugar, se crea la Comisión de Libre Comercio, integrada por el Ministro de Relaciones Exteriores de Chile, el Ministro de Comercio Exterior de Costa Rica, el Ministro de Economía de El Salvador, el Ministro de Economía de Guatemala, el Secretario de Estado en los Despachos de Industria y Comercio de Honduras y el Ministro de Fomento, Industria y Comercio de Nicaragua. 


La Comisión tiene como funciones, entre otras, supervisar la aplicación del Convenio y la labor de los Comités y resolver las controversias que surjan respecto de la interpretación o aplicación del Tratado.  Sus decisiones se adoptan por consenso y está facultada para establecer sus propias reglas de procedimiento.  


En cumplimiento de los objetivos del Tratado, la Comisión está facultada para modificar: la lista de las mercancías contenida en el Programa de desgravación arancelaria, con el objeto de incorporar las mercancías excluidas o acelerar los plazos de desgravación; las reglas de origen específicas; las Reglamentaciones Uniformes; el Anexo 9.01, a fin de incorporar nuevos sectores o subsectores de servicios en el ámbito de aplicación del capítulo sobre medidas de normalización; los Anexos I, II y III del Capítulo sobre Comercio transfronterizo de servicios; y el Anexo 16.01, con el objeto de incorporar nuevas entidades al ámbito de aplicación del Capítulo sobre Contratación pública. 


Atendido que dichas modificaciones, que adoptarán la forma de una decisión de la Comisión, son acuerdos suscritos por las Partes para dar cumplimiento a los objetivos de un tratado marco, deberá dárseles la tramitación simplificada correspondiente a los Acuerdos de Ejecución, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 50 Nº1 de nuestra Constitución Política.


No obstante que la Comisión está integrada por representantes de los seis países, con el objeto de permitir su funcionamiento dinámico y expedito, considerando que algunas materias sólo son de interés bilateral y no de todos los países, el Tratado prevé que la Comisión pueda funcionar sin la asistencia de todos sus miembros. En efecto, el artículo 18.01 admite que la Comisión pueda "sesionar y adoptar decisiones cuando asistan representantes de Chile y uno o más países de Centroamérica, para tratar asuntos de interés de esas Partes", como son la negociación para acelerar la desgravación arancelaria, desarrollar y ampliar el Capítulo de Inversión o resolver una controversia entre dos países.  En todo caso, se exige notificar a los demás países con suficiente antelación, para que puedan participar en la reunión.  Las decisiones adoptadas por la Comisión mediante esta modalidad no surtirán efectos respecto de los países que no hayan asistido a la reunión.


En segundo lugar, se establece una Subcomisión de Libre Comercio, cuya función consiste en preparar y revisar los expedientes técnicos que considerará la Comisión previo a adoptar una decisión; dar seguimiento a las decisiones ya adoptadas; y proporcionar el apoyo que le requiera la Comisión.


En tercer lugar, el Tratado prevé la existencia de un Secretariado integrado por las secciones nacionales de cada país, cuya misión es otorgar asistencia y apoyo a la Comisión, Subcomisión, grupos arbitrales, comités, subcomités y grupos de expertos. Asimismo, corresponde al Secretariado, a través de sus secciones nacionales, ser el conducto por el cual se deben realizar todas las notificaciones contempladas en el Tratado. 


Por último, se establecen comités encargados, fundamentalmente, de vigilar la implementación de aquellos Capítulos que sean de su competencia y de evaluar y recomendar a la Comisión propuestas de modificación a las disposiciones de tales capítulos. Dichos comités están facultados para delegar específicamente sus funciones en subcomités o grupos de expertos, de modo permanente o ad hoc, respectivamente, cuya labor deben supervisar. 


17.	Solución de controversias.


El Capítulo 19 establece el sistema de solución de disputas del Acuerdo. Se reglamenta la forma de solucionar divergencias entre las Partes, relativas al Tratado o a medidas incompatibles con éste, o que puedan causar anulación o menoscabo a ciertos beneficios en él establecidos.


El Acuerdo consagra una opción única y definitiva de foro, otorgando a la Parte reclamante el derecho de recurrir, a su elección, al procedimiento establecido bajo la organización Mundial del Comercio o al previsto en este Tratado. Si la Parte opta por este último, el procedimiento es el que se resume a continuación.


a.	En primer lugar, se establece un sistema de consultas directas entre las Partes involucradas en la controversia. 


	Si éste no prosperase, cualquiera de las Partes puede recurrir a la Comisión de Libre Comercio, con el objeto de que formule recomendaciones que puedan resolver la controversia.


b.	Si la Comisión no logra que las Partes lleguen a un acuerdo dentro de cierto plazo, las Partes deberán reunirse para establecer un grupo arbitral de tres miembros, siguiendo las reglas de procedimiento establecidas por la Comisión.  Los árbitros se escogen, por lo general, de una lista elaborada por las Partes e integrada por personas con conocimiento y experiencia internacional. Cada Parte debe seleccionar un árbitro nacional de la otra Parte; el Presidente se designa de común acuerdo y, si no lo hubiere, una Parte elegida por sorteo debe designar al Presidente de entre los miembros de la lista, pero siempre que no sea nacional de ninguna de las Partes. Una Parte podría escoger un árbitro que no esté en la lista, sin embargo, aquél podría ser recusado sin expresión de causa.


c.	El grupo arbitral, dentro de ciertos plazos y recibida la información que estime pertinente, debe emitir un informe preliminar que contenga una conclusión de hecho, una determinación acerca de si existe incompatibilidad entre el Convenio y la medida de la Parte y, eventualmente, una recomendación para solucionar la controversia. Cumplido cierto plazo para observaciones de las Partes, el grupo arbitral tendrá que emitir un informe final que debe ser comunicado a las Partes y luego publicado, salvo acuerdo en contrario de las Partes.


d.	El informe final del grupo arbitral es obligatorio para las Partes. Siempre que sea posible, la solución deberá consistir en la derogación de la medida disconforme. En caso que la Parte demandada no acate dicho informe, la Parte reclamante podrá suspender a ésta, la aplicación de beneficios de efecto equivalente, en lo posible, dentro del sector afectado por la medida. 


e.	De conformidad con el principio de economía procesal, el Tratado admite la concurrencia de varios países reclamantes o varios países demandados, como consecuencia de una misma medida que viole o anule sus obligaciones internacionales, o de varias medidas similares que afecten los derechos de un mismo país, respectivamente.


18.	Excepciones.


El Tratado contempla excepciones generales, que se establecen en el Capítulo 20. 


En primer lugar, este Capítulo incorpora al referido Convenio las excepciones generales contenidas en el Artículo XX del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994 y en el Artículo XIV del Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios.  


En segundo lugar, dispone, en relación con la seguridad nacional, que las Partes no tienen obligación de proporcionar información y que pueden adoptar las medidas necesarias para proteger sus intereses esenciales en materia de seguridad, en especial, las relativas al comercio de armamentos y las operaciones sobre bienes, servicios y tecnología, con el fin de proporcionar suministros a un establecimiento de defensa.


En tercer lugar, en relación con la balanza de pagos, el Acuerdo permite adoptar medidas que restrinjan las transferencias en caso de dificultades serias en balanza de pagos, o amenaza de la misma. La Parte deberá someter a revisión del Fondo Monetario Internacional las medidas que aplique, debiendo evitar daños innecesarios  y debiendo ser éstas temporales.


Finalmente, el Tratado exceptúa, en general, las medidas tributarias de orden interno, disponiendo que no se afectarán los derechos que se deriven de convenios tributarios, debiendo prevalecer éstos en caso de incompatibilidad. 


19.	Disposiciones finales.


Por último, en el Capítulo 21 se establecen las disposiciones relativas a duración, entrada en vigor, denuncia, modificaciones y adiciones al Tratado. 


Respecto de la entrada en vigor del Tratado, atendido que la negociación con los cinco países centroamericanos significaba, por un lado, establecer reglas comunes en lo que fuese posible y, al mismo tiempo, acordar reglas particulares propias de cada relación bilateral, en el artículo 21.03 se previó un mecanismo de vigencia progresiva.  Dicho mecanismo tiene por objeto permitir que el Tratado se aplique aún cuando no todos los países hayan concluido la negociación bilateral y cumplido los trámites internos previos a la ratificación. 


En efecto, conforme a este artículo, el Acuerdo entrará en vigor, separadamente, entre Chile y cada país de Centroamérica, una vez verificadas las condiciones fijadas, que son haber suscrito el protocolo que refleje la culminación de la negociación propiamente bilateral y haber realizado el intercambio de los instrumentos de ratificación que certifiquen que han concluido las formalidades jurídicas necesarias con relación al Tratado y al respectivo protocolo bilateral. El trigésimo día contado a partir de la fecha en que se hayan verificado tales presupuestos, el Convenio entrará en vigor entre Chile y el correspondiente país centroamericano.


VII.	EL Protocolo bilateral suscrito entre Chile y Costa Rica.


Tal como se ha señalado precedentemente, aquellas materias estrictamente bilaterales y las que no fue posible acordar antes de la suscripción del Tratado, pertenecen al ámbito de los mencionados protocolos bilaterales que Chile deberá suscribir con cada país centroamericano. Dichos protocolos son parte esencial e integrante de este Tratado, ya que complementan sus disposiciones. 


En atención a que sólo con Costa Rica se alcanzó acuerdo respecto de los temas bilaterales pendientes, este Protocolo es el único que se envía a la aprobación parlamentaria, junto con el Tratado. 


El Protocolo se refiere al Programa de desgravación arancelaria, contemplado en el Anexo 3.04(2); al tratamiento de los subsidios a la exportación sobre mercancías agropecuarias; a las reglas de origen específicas aplicables sólo entre Chile y Costa Rica; y a los Anexos I, II y III del Capítulo sobre Comercio Transfronterizos de Servicios.


1.	Programa de desgravación arancelaria.


Las concesiones arancelarias otorgadas entre Chile y Costa Rica se establecen en el Anexo 3.04, en que las Partes asumen compromisos de eliminación arancelaria, inmediata o gradual, para los bienes originarios de la otra Parte. El efecto inmediato del Acuerdo consistirá en que, a la fecha de su entrada en vigor, ingresarán con un arancel del cero por ciento al mercado chileno, el noventa y cinco por ciento de las exportaciones totales al mundo de Costa Rica, e ingresarán a Costa Rica libre de todo arancel aduanero, un ochenta y cuatro por ciento de las exportaciones de Chile al mundo. Cabe destacar, entre los sectores de exportación de Chile beneficiados inmediatamente por la desgravación arancelaria establecida en el Tratado, los siguientes: vino, cobre, salmones, automotor, frutas, conservas, jugos de frutas y textil. Por su parte, como consecuencia del Acuerdo, Chile abre su mercado en forma inmediata a importantes sectores de exportación de Costa Rica, tales como: frutas tropicales, banano, café, chips de computadores y aparatos médicos. 


La negociación arancelaria se estableció mediante cuatro listas que contemplan diferentes plazos de desgravación. 


En efecto, la principal, como ya se dijo, establece desgravación inmediata, y las otras son de cinco, doce y dieciséis años. En consideración a las fuertes sensibilidades de ciertos sectores productivos de Costa Rica frente a la apertura con Chile, el Acuerdo previó estos plazos de desgravación más largos. En particular, la lista con el plazo de dieciséis años incluye aquellos productos que requieren mayor tiempo para ajustarse a las nuevas condiciones de competencia que generará este Acuerdo. Costa Rica ubicó en esta lista los siguientes productos: carne de cerdo, sal, aguacates y papel.


Además, en dicho Anexo se contempla una reducida lista de productos que se excluyen de la desgravación arancelaria, que representan el cuatro por ciento del universo de productos. Chile excluyó a los productos sujetos al régimen de bandas de precio y Costa Rica excluyó las papas, cebollas, frijoles, maderas, muebles de madera, carne y embutidos de pollo, lácteos y ciertas hortalizas.


Por último, el Tratado prevé la posibilidad de que las Partes consulten y acuerden una eliminación más acelerada a la prevista o que incorporen productos de la lista de excepciones a la lista de desgravación. 


2.	Subsidios a la exportación sobre mercancías agropecuarias.


De conformidad con el Tratado, a partir de la entrada en vigor del mismo, Chile y Costa Rica no pueden mantener o introducir subsidios a la exportación de mercancías agropecuarias en su comercio recíproco. 


No obstante lo anterior, Chile mantiene el derecho de aplicar el Sistema Simplificado de Reintegro a Exportadores, establecido en la Ley 18.480, conforme a lo dispuesto en el Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias, que forma parte del Acuerdo sobre la OMC. El uso de este mecanismo en el comercio recíproco se regula en el Anexo 3.04(2), según el cual las mercancías que se acojan al mencionado mecanismo no podrán beneficiarse del Programa de desgravación arancelaria al exportarse a Costa Rica.


3.	Reglas de origen específicas.


Las reglas de origen específicas son aquellas que definen los casos en que se debe entender que una determinada mercancía es originaria de una Parte.  Tales reglas se especifican por código de clasificación arancelaria, para todo el Sistema  Armonizado,  en el Anexo 4.03. 


El Anexo 4.03, en su sección B, contiene reglas que fueron consensuadas entre los seis países y que corresponden, aproximadamente, a un setenta por ciento de las mercancías. Por su parte, la sección C del mismo Anexo, que es materia de este protocolo bilateral, se refiere a las reglas que no lo fueron y que corresponden al restante treinta por ciento de las mercancías. 


En consecuencia, este Protocolo establece las reglas de origen específicas no previstas en el Tratado porque no hubo consenso con los demás países, pero no impide que, al suscribir los protocolos con los otros cuatro países, se establezca la misma regla de origen acordada con Costa Rica. Más aún, tal coincidencia de reglas será fuertemente incentivada por la posibilidad de acumular origen con bienes de un tercer país que cuente con la misma regla. 


4.	Servicios transfronterizos.


El Protocolo contiene las listas correspondientes a los Anexos I, II y III, en materia de servicios transfronterizos, de Chile y Costa Rica.


Como se ha mencionado, en el Anexo I se han establecido excepciones basadas en medidas existentes. Tales medidas existentes son susceptibles de modificación, pero en ese caso, sólo podrán modificarse en el sentido de hacerlas más consistentes con el Tratado. Más aún, si una Parte modifica las medidas en el sentido de liberalizarlas, esa Parte no podrá modificar nuevamente la legislación para volver a los niveles de restricción reservados originalmente. En otras palabras, se consolidan también las futuras liberalizaciones.


Adicionalmente, cada Parte ha mantenido la posibilidad de adoptar ciertas medidas disconformes con los principios del Acuerdo en algunos sectores, para los que se establecen reservas en el Anexo II.


Por último, para efectos de transparencia, en el Anexo III, las Partes deben señalar las restricciones cuantitativas vigentes. 


En mérito de lo expuesto someto a vuestra consideración para ser tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones del H. Congreso Nacional, el siguiente














P R O Y E C T O  D E  A C U E R D O:











"ARTICULO UNICO.-	Apruébanse el Tratado de Libre Comercio entre Chile y Centroamérica, adoptado entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua, y el Protocolo Bilateral al Tratado de Libre Comercio entre Chile y Centroamérica, adoptado entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y Costa Rica, ambos suscritos en Ciudad de Guatemala el 18 de octubre de 1999.".





Dios guarde a V.E.,
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